
Fin al destierro i 

En 1874, se promulgb el actual m i g o  Penal. En su 
a e  el Presidente de la RepQblica de entonces sostuvo 
quc el p m y ~ t o  haría “desaparecer para siempre de la ley 
#w castigos bárbaros e indignos de figurar en la legislación 
de un pds civilizadow. Pero no fue así. 

SegQn la última lista oficial, en la actualidad 3.7 17 chi- 
knos no pueden vivir y 
por el simple hecho de que u 
e l b  son peligrosos para la ” 

El exilio administrativo 
no”, por cuanto: . En una sociedad libre y justa 
ner el derecho de ser juzgada por tr 
con anterioridad a la perpetración de 
juicio, como asimismo a que 
fundada en un debido p m s  
el articulado permanente de 
llo administrativo constituy 

Los decretos supremos de 
prohibici6n de ingreso, son -en 1 
indefinida y no contienen u 
loa originan, que permita apreciar el 

* Después de más de diez años 
hechos han demostrado q 
el fin perseguido. El pais ya se ha acost 
math de que el terrorista arrestado o 
habla sido expulsado del territorio nac 
d a  prohibición de in 
tenible la tesis que el dest 
mto de loe chilenos vivir en paz. Chile es geo 

cundará a cada instante la desconfianza que genera quien 
ha sido sancionado como delincuente. ¿Puede despertar 
más que compasión quien ha sido rechazado por sua con- 
ciudadanos y condenado por éstos a vivir fuera de su 
patria? Tan doloroso es el destierro, que cuando Cri th  in- 
forma a Wcrates que está todo dispuesto para su huida, que 

e no es “hermosa vida 

ya que la padecen 
, tewgros, Junto con sufrir el des- 
uien afecta tal medida, también la 
ás próximos y, en última instancia, 

iminar todos los “casti- 
digo Penal de 1874 no elimi- 
antuvo, al parecer por remi- 

n residencia for- 

siglo ha permanecido vigente esta 

o administrativo, que el actual 
demasirdo extenso para pretender que medidas de este tipo 
LnipJdan P los terroristas realizar actos violentistas y, ade- 
más, resulta ingenuo pensar que ellos ingresan al país por 
psiicio internacional; y, 

For óiitkno, existe un argumento elemental de efi- 
dash dipIom4b. En la actualidad ltx exiliadm constitu- 

una antiembajada creada por el propio gobierno. La 
peiiccacil forzada áe m k  de chilenos en los principales 
pdiira a&dc@tales es un testimonio viviente e irrefutable 
6 ~IPBI d i d a d  que en nada favorece la imagen externa del 

isma del destierro, incluso 
se compadece con una so 
llseca de etia. Esta sanción 

1 siul peaaM de su path, lenguaje y tradi- 
.irirpr que b a cxtraR0 y donde, además, to cir- 

gobierno renunci’e a utilizar la facultad discrecional que le 
entrega el artículo 24 transitorio de la Constitución para e x  
pulsar personas del país (o, aún mejor, que este, sea deroga- 
do. Ver “Plebiscito 86” en Economía y Sociedad No 42). Si 
el gobierno se niega a tal desprendimiento, se hace urgente 
que los tribunales de justicia interpreten las leyes con el cfi. 
terio de salvaguardar un verdadero estado de derecho. En 
la actualidad estos pueden, conociendo del recurso del “ha. 
beas-corpus”, calificar si los hechos invocados tienen el mé- 
rito que habilite ex i l i ,  situación que permite revocar la de 
cisión gubernamental de expulsar del país. Este es eJ meza 
nismo empleado por los tribumies franceses cada vez qw 
se enfrentan a actos de la administración tomgdag en virW 
de facultades discrecionales. Desgraciadamenfe, la CMt 
Suprema, desconociendo esta manifestación de las modeF 
nas teorías de la desviación del podet, ha dii- gw 

tiva 
no placode el “haw-* frente al #?!xi% 

En Eo que nspecta ai destiens j 


